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Soberanía digital: gestionar dependencias, construir ventajas

raíz de la columna publicada sobre soberanía

preguntas recurrentes: ¿ es posible evitar las

dependencias tecnológicas en un mundo hi-
perconectado? ¿ qué significa construir autonomía

digital para países como Chile en América Latina?
La respuesta corta a la primera es no. Ningún

país -ni siquiera las grandes potencias- po-

see hoy autonomía digital completa. Pero esa
constatación nos obliga a reformular el debate.

La cuestión ya no es si existirán dependencias

tecnológicas, sino cuáles son estratégicamente

aceptables y sobre cuáles un país debe garantizar

cierto control.

Un modelo de capas como
guía para las decisiones

El primer paso para salir del alarmismo es dejar

de ver la soberanía como un bloque monolítico.

Tiene capas con naturaleza y riesgo muy distin-

tos, y confundirlas paraliza el debate: se exige
soberanía donde es imposible y se cede donde

sería perfectamente viable.

Tres niveles lo ilustran. La capa física -data

centers, cables submarinos, energía- donde la in-

versión es tangible y el retorno medible. La capa
de plataforma -cloud, sistemas operativos, mo-
delos fundacionales de IA- donde la brecha con

los actores globales hace que la autonomía total

sea prohibitiva. Y la capa de aplicación -gobierno,
banca, salud, industria- donde reside la mayor
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oportunidad competitiva para un país mediano.
La pregunta relevante no es ¿cómo eliminamos
las dependencias?, sino ¿en qué capas es crítico

actuar y cuáles pueden abordarse? El foco debería

concentrarse donde existe impacto y la autono-

mía es posible. No es rendición intelectual, es

pragmatismo estratégico.

Dos lógicas distintas para
un mismo problema

Para EEUU y China la soberanía digital es un

asunto de seguridad nacional. El CHIPS Act o la
política china de independencia tecnológica son

instrumentos de poder clásico: buscan control

total en capas estratégicas respaldados por su

escala y empujados por su rivalidad geopolítica.

Los países medianos no pueden ni deben jugar
en ese tablero. En mis años liderando com-

"La pregunta relevante no es ¿cómo eliminamos las
dependencias?, sino ¿en qué capas es crítico actuar y cuáles
pueden abordarse? El foco debería concentrarse donde existe

impacto y la autonomía es posible".

pañías y proyectos en el sector tecnológico he

visto demasiadas iniciativas de liderazgo digital

fracasar por intentar imitar a los grandes actores

sin tener sus recursos. La alternativa es construir

capacidades propias donde existe ventaja real - y

retorno económico directo, no solo soberanía.

Lo que queda fuera no se ignora: se gestiona con

inteligencia.

Dónde actuar y por qué
En la capa física, Chile tiene ventajas compara-

tivas reales: minerales críticos, energía renovable

abundante, posición estratégica en el Pacífico

Sur y relevancia creciente en cables submarinos.
El Plan Nacional de Data Centers apunta en la

dirección correcta aunque no es suficiente.

Sin embargo, la oportunidad más clara está

en la capa de aplicación sectorial. Chile acumula
décadas de datos industriales en sus sectores

más competitivos - un activo infrautilizado que

ningún hiperescalar global posee y que es la ma-

teria prima de aplicaciones que nadie más puede
desarrollar con la misma profundidad. Desarro-
llarlas no es solo una cuestión de soberanía: es

competitividad industrial con retorno a corto

plazo, abordable porque aprovecha capacidades

existentes, y que además impulsa el desarrollo

de un ecosistema digital local. Lo que es minería

para Chile es petróleo para Colombia, agroindus-

tria para Argentina, manufactura para México.

La soberanía digital sectorial puede ser el primer

producto de exportación digital de la región.

Gestionar la dependencia
En la capa de plataforma ningún país latinoa-

mericano puede competir con los hiperescalares
ni con los modelos fundacionales de IA. Reco-

nocerlo no es una rendición, sino la oportunidad

de gestionarlo: diversificar proveedores, evitar

monopolios de facto e incorporar cláusulas de
soberanía de datos. Gestionar la dependencia es

una decisión estratégica y Chile tiene la madurez

digital para liderar este proceso: eligiendo en qué

capas construye autonomía progresiva, en cuáles

regula con inteligencia y en cuáles acepta depen-

dencia con condiciones y sostenerlo más allá de

los ciclos electorales, donde América Latina ha

fallado históricamente.

Queda abierta la pregunta más compleja: en las

capas donde ningún país latinoamericano puede

actuar solo, ¿con quién se alía y en qué condicio-

nes geopolíticas? Es una discusión que merece

profundidad propia, porque en ese tablero los
socios no son neutrales y las decisiones, no solo

tecnológicas.

LA COLUMNA DE ...

Los nuevos desafíos tras la
Ley de Desalinización

uego de ocho años de tramitación, se publicó
la nueva Ley de Desalinización, que introduce

cambios relevantes en la regulación hídricadel país. El proyecto, originado en el Senado,

busca enfrentar la creciente escasez hídrica deri-

vada de la crisis climática y facilitar el desarrollo

de proyectos multipropósito y multiusuario,

reduciendo la duplicación de infraestructura y los

impactos ambientales.

Hasta ahora, la mayoría de los proyectos
de desalinización se han desarrollado bajo

esquemas de integración vertical y uso exclusi-

vo, especialmente en minería. Ello ha generado
redundancias en plantas, ductos e impulsiones,
desaprovechando economías de escala y ele-

vando tanto los costos como las externalidades

ambientales.
La nueva ley crea una concesión especial de

desalinización, adicional a la concesión marítima

otorgada por Directemar. Esta nueva conce-

sión, otorgada por el Ministerio de Defensa con
informe vinculante de la Dirección General de

Aguas (DGA), permitirá constituir servidumbres
para ductos e infraestructura asociada, redu-

ciendo riesgos y costos para desarrolladores que

no poseen concesiones sanitarias. Asimismo,
la ley encarga a la DGA la responsabilidad de la
elaboración de una Estrategia Nacional de Desa-

linización, coordinada con diversos ministerios y

gobiernos regionales.

Sin embargo, organismos como el Banco
Mundial y la OCDE han advertido desde hace
años la necesidad de avanzar hacia una gober-

nanza hídrica más integrada. Chile mantiene una
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institucionalidad extremadamente fragmenta-

da, con superposición de funciones regulato-
rias, ambientales y de planificación. Existe el

riesgo de que la nueva ley, al incorporar nuevas

atribuciones y exigencias de planificación a la

DGA, aumente la complejidad de los procesos de
aprobación si no se fortalecen simultáneamente

las capacidades de coordinación institucional.

Además, abordar la seguridad hídrica única-

mente desde la desalinización resulta insufi-

ciente. La estrategia nacional debiera incorporar

también proyectos de reutilización de aguas

"La estrategia nacional

debiera incorporar también

proyectos de reutilización de

aguas servidas tratadas, que
en muchos casos permiten
soluciones ambientalmente

más sustentables y
significativamente más
económicas".

servidas tratadas, que en muchos casos permiten

soluciones ambientalmente más sustentables y
significativamente más económicas.

Un ejemplo es el reciente proyecto adjudicado
por Econssa en Antofagasta para reutilizar 900

litros por segundo de aguas servidas tratadas,

abasteciendo en forma multiusuario a cuatro

empresas mineras mediante infraestructura

compartida. El costo estimado equivale aproxi-
madamente a la mitad de un proyecto integrado
verticalmente de desalinización. Se trata proba-

blemente del mayor proyecto de reúso de aguas
servidas para minería en América Latina.

La concreción de este tipo de iniciativas

enfrenta altos costos de transacción, riesgos

regulatorios y potenciales litigios ambienta-

les. En este contexto, uno de los aspectos más
valiosos de la nueva ley es el fortalecimiento del

rol de Econssa como articulador de proyectos

de desalación y reúso multipropósito y alianzas

público-privadas.
Chile requiere avanzar hacia una institucio-

nalidad hídrica más integrada, con capacidades

efectivas de planificación nacional y de cuencas,

coordinación interinstitucional y priorización de

inversiones. La nueva ley constituye un avance,

pero todavía insuficiente para enfrentar de ma-

nera sistémica la magnitud de la crisis hídrica.

Su principal mérito es abrir espacio a un modelo
donde el Estado, a través de una empresa pública

especializada, actúe como facilitador de inver-
sión privada, reduciendo riesgos y promoviendo
infraestructura compartida y soluciones multiu-

suario de menor costo económico y ambiental.

CARTAS

Las lecciones que
deja Collahuasi

Señor Director:

El fallo del Segundo Tribunal Ambiental que
anuló parcialmente la Resolución de Califi-

cación Ambiental (RCA) del proyecto de Co-

llahuasi pone en evidencia una complejidad

que el plan de reconstrucción impulsado por
el gobierno no logra capturar. El diagnóstico

que subyace es correcto: la anulación tardía de

una RCA puede privar al titular de un derecho

que creyó legítimamente consolidado, pero la
solución de una garantía fiscal de cobertura

amplia presenta problemas serios.

Primero, la norma no distingue entre anula-

ciones totales y parciales. El caso Collahuasi

ilustra que una RCA puede subsistir en lo
sustancial y anularse en aspectos acotados,

generando una obligación fiscal despropor-
cionada.

Segundo, trasladar al Fisco el riesgo regula-

torio de proyectos privados de gran enver-

gadura crea incentivos perversos ya que

reduce el cuidado en la evaluación ambiental

y puede generar presiones indebidas sobre los
tribunales.

Un sistema de seguros privados -obligatorio

para proyectos que superen ciertos umbrales
de inversión- resolvería el mismo problema

con mayor precisión pues las primas incorpo-
rarán la señal de riesgo, el mercado fiscaliza-

ría el alcance de la compensación y el erario

público quedaría protegido.

El problema real merece una solución de
diseño fino. La garantía estatal no lo es.
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